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1. ORIGEN Y DOBLE SIGNIFICADO DEL TÉRMINO «SUBSIDIARIEDAD»

El de la «subsidiariedad» es un principio político presente, desde hace tiempo,
en la tradición de pensamiento de la doctrina social de la Iglesia Católica, de recien-
te adquisición en el ámbito del ordenamiento comunitario y por último, en el dere-
cho interno italiano. Su significado esencial reside en la idea de que una sociedad,
una organización o una institución de orden superior a otra no deba interferir en la
actividad de esta última, inferior a ella, limitándola en sus competencias, «sino que
debe más bien sostenerla en caso de necesidad, y ayudarla a coordinar su acción con
la de los otros componentes sociales, en vista del bien común». Éstas son las expre-
siones con que el principio es descrito, en el presente, en la Lettera Enciclica Cente-
simus Annus del Papa Juan Pablo II.

(•) Traducido del italiano por YOLANDA GÓMEZ LUGO.
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El término subsidiariedad, por tanto, ha adquirido sólo recientemente, en el léxi-
co político y jurídico, su valor específico de significado; más bien, se puede decir su
ambivalencia, ya que está acompañado y definido por el adjetivo «vertical», o bien,
por el de «horizontal».

El origen del vocablo es antiguo, puesto que se remonta al latín subsidium, que
designaba el orden militar de los triari, esto es, las tropas de refuerzo (las subsidia-
riae cohortes); del vocablo originario se deriva el término italiano de «sussidio» en-
tendido correctamente en el sentido de ayuda económica provista a los necesitados.
Como se verá, el significado asumido por dicho término en el lenguaje político y ju-
rídico es, en cambio, de sentido opuesto al indicado, ya que con éste se designa prin-
cipalmente no ya la ayuda prestada, sino, por el contrario, el principio de abstención
de intervención directa, por respeto al principio de autonomía de los sujetos jurídi-
cos privados o públicos.

Entendido en el primer sentido, el vertical, la subsidiariedad se refiere a la rela-
ción entre el ordenamiento comunitario y los ordenamientos nacionales en el plano
del derecho internacional, o bien, a la relación entre el Estado y los entes a él some-
tidos pero dotados de autonomía como las regiones, las provincias, los municipios,
en el plano del derecho interno.

Entendido en el segundo sentido, el horizontal, la subsidiariedad alude a la rela-
ción entre el Estado y los ciudadanos, sea como individuos, sea en las formaciones
sociales donde se desarrolla la persona, con el explícito propósito de dejar el mayor
espacio posible a la autonomía privada reduciendo así a lo esencial la intervención
pública.

En este doble valor de significado —o bien de manifestación concreta, fundada
sobre el binomio de la verticalidad y horizontalidad— el principio de subsidiariedad
ha venido a situarse en la cúspide, importantísima en un Estado de democracia plu-
ralista, entre la esfera de la descentralización institucional y la de la autonomía de la
social, en cuanto principio inspirador de un proceso de socialización de los poderes
públicos. De este modo, según la perspectiva expuesta, el principio de subsidiarie-
dad surge como idea fuerte del Constitucionalismo contemporáneo, como una de las
técnicas para el logro de la pacificación social o para la resolución de conflictos, en
el respeto absoluto de los derechos y de las libertades individuales; y, además, como
técnica (constitucional) que funciona con el fin de la reestructuración de equilibrios
entre público y privado, según una (correcta) torsión que acentúa la concepción libe-
ral-democrática del ordenamiento estatal.

2. EL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD VERTICAL EN EL TRATADO DE MAASTRICHT

Antes de adentrarnos en la problemática política y jurídica de la subsidiariedad
horizontal, como surge del análisis y de la comparación del aparato normativo que
muestra la regulación de las relaciones entre el Estado y el ciudadano, objeto princi-
pal de la presente investigación, es oportuno hacer (una breve) referencia a la subsi-
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diariedad vertical, la cual, como se ha aludido anteriormente, tiene como carácter
principal y distintivo la referencia a la relación entre la Comunidad europea y cada
uno de los Estados que la componen.

En efecto, el término ha hecho irrupción, es el caso decirlo, en la literatura jurí-
dica con motivo de la promulgación del Tratado de Maastricht de 7 de febrero de
1992, cuyo artículo 3B incluye la siguiente disposición:

«La Comunidad actuará dentro de los límites de las competencias que le atribuye
el presente Tratado y de los objetivos que éste le asigna.

En los ámbitos que no sea de su competencia exclusiva, la Comunidad interviene,
conforme al principio de subsidiariedad, sólo en la medida en que los objetivos de la
acción prevista no puedan ser alcanzados de manera suficiente por los Estados miem-
bros, y, por consiguiente, puedan lograrse mejor, debido a las dimensiones o a los
efectos de la acción contemplada, a nivel comunitario.

Ninguna acción de la Comunidad excederá de lo necesario para alcanzar los obje-
tivos del presente Tratado.»

Algunas consideraciones rápidas sobre este importantísimo artículo: en primer
lugar, es posible observar que el principio de subsidiariedad no es de aplicación ge-
neral, sino que, por el contrario, vale sólo para aquellos ámbitos que no son de com-
petencia exclusiva comunitaria; por lo tanto, éste se aplica cuando la competencia
comunitaria convive con la de los Estados miembros, o sea, en la hipótesis de «com-
petencia concurrente», que sería una especie de coejercicio transitorio de potestad
normativa, por parte de la Comunidad y de los Estados miembros, sobre el mismo
objeto. Además, del artículo 3B, párrafos segundo y tercero, se deducen las dos con-
diciones objetivas de ejercicio de la acción comunitaria: en primer lugar, las institu-
ciones comunitarias pueden intervenir sólo cuando ello resulte ser «necesario»; en
segundo lugar, la intensidad de su intervención debe ser «proporcional» a los objeti-
vos perseguidos. Por cuanto concierne a la primera condición, la necesidad de la in-
tervención subsiste cuando los objetivos que se persiguen no puedan ser suficiente-
mente realizados por los Estados miembros debido a la dimensión o a los efectos
que la acción prevista para conseguirlos es susceptible de producir, pero pueden, en
cambio, ser realizados mejor a nivel comunitario. Respecto a la segunda condición,
en cambio, la intervención comunitaria debe respetar el principio de proporcionali-
dad, desde el momento en que debe limitarse «a lo necesario» para el logro de los
objetivos previstos por el Tratado de Maastricht.

Cierto, y más allá de estas rápidas observaciones, se ha dicho que la introduc-
ción del principio de subsidiariedad en un Tratado internacional —que puede ser de-
finido de manera forzada como «super-constitucional», en la medida que vincula y
dirige la Constitución de los países adheridos a la Unión Europea— ha desencade-
nado, como era previsible, una serie de implicaciones de no fácil resolución. Como
ocurre en el caso de Alemania, que a continuación examinamos.
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3. LA SUBSIDIARIEDAD EN LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA FEDERAL

ALEMANA: BREVE REFERENCIA

La introducción del principio de subsidiariedad en el ordenamiento comunitario
ha tenido inmediatamente consecuencias relevantes en la legislación estatal de uno
de los Estados miembros, como la República Federal Alemana. En efecto, el Parla-
mento alemán ha procedido rápidamente a sustituir el texto del artículo 23 de la Ley
Fundamental (Grundgeseíz), que contenía el elenco de los Laender componentes de
la República Federal. De todos modos, éste fue modificado después de la unifica-
ción de la Alemania occidental con la oriental (la República Democrática Alemana)
y el consiguiente aumento del número de Laender. Por ello, el Parlamento ha intro-
ducido en la Ley Fundamental el nuevo artículo 23 del siguiente sentido: «1. Para la
realización de una Europa unida, la República Federal de Alemania contribuirá al
desarrollo de la Unión Europea, dentro de su compromiso con los principios demo-
cráticos, del Estado de Derecho, sociales y federativos, y con el principio de subsi-
diariedad y de garantizar una protección de los derechos fundamentales compara-
ble, en lo esencial, a la de la presente Ley Fundamental.»

El artículo continúa con párrafos sucesivos, tendentes a regular las relaciones
con la Unión Europea, de una parte, y con los Laender, de otra, como se establece en
el párrafo sexto: «Cuando en un punto esencial resulten afectadas competencias le-
gislativas exclusivas de los Estados, la Federación deberá encomendar a un repre-
sentante de los Estados, designado para ello por el Consejo Federal, el ejercicio de
los derechos que corresponden a la República Federal de Alemania como Estado
miembro de la Unión Europea.»

El problema, que ha despertado la atención de los intérpretes constitucionales a
consecuencia de la modificación del artículo 23 de la Ley Fundamental, es el si-
guiente: la introducción del principio de subsidiariedad ¿sirve, en general, como
principio constitucional? Algunos estudiosos, como Volkmar Goetz y Michael Hec-
ker, han sostenido recientemente que el sentido histórico de la mención del principio
de subsidiariedad en el artículo 23 era exclusivamente el de impedir que la Unión
Europea erosionase excesivamente las competencias de los Estados, de Alemania,
de los Laender alemanes en particular. Por tanto, el principio de subsidiariedad cita-
do en el artículo 23 coincidiría solamente con el principio de subsidiariedad según el
artículo 3B del Tratado de Maastricht, sin tener ninguna forma de incidencia sobre
el plano organizativo y estructural a nivel interno.

Sin embargo, esta posición, expresada por una parte de la doctrina alemana, no
encuentra plena acogida y resulta ser rígidamente impeditiva respecto a una expan-
sión del principio de subsidiariedad, que por medio de Europa se vendría a trasladar
a cada una de las realidades de los Estados; a esto se añade que en Alemania se ha
procedido a constitucionalizar el principio, y que el mismo podría funcionar tam-
bién como parámetro de referencia para los jueces de la constitucionalidad de las le-
yes, así como fuente de normas, y por tanto, capaz de ser adaptado a las especialida-
des de casos imprevistos, según una potencialidad o virtualidad inagotable.
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4. LA SUBSIDIARIEDAD HORIZONTAL EN LA CULTURA JURÍDICA

ALEMANA E ITALIANA

Esta significativa y, en cierto modo, decisiva modificación de la Ley Fundamen-
tal de la República Federal Alemana ha provocado un verdadero diluvio de publica-
ciones sobre la materia por parte de los estudiosos alemanes; por otra parte, hay que
señalar que en la literatura científica alemana el término había hecho ya su apari-
ción, pero con referencia a la subsidiariedad horizontal y frecuentemente haciendo
alusión al pensamiento de autores del pasado como Althusius, Hegely Humboldt.

Guillermo Humboldt es ciertamente el que más atención merece al respecto; su
Ensayo sobre los limites de la actividad del Estado (escrito en 1792, pero publicado
en 1850, y traducido al italiano en 1965) es un clásico del liberalismo europeo, en el
cual, como escribió Guido De Ruggiero, «la eficacia de la libertad en la formación
de la personalidad humana aparece en su aspecto más vivaz y atrayente». El libro
contiene un tratamiento articulado del argumento, y ha tenido una gran resonancia
en la cultura europea después de su aparición; bastará citar al respecto, que a éste se
remonta la enunciación originaria de la fórmula, según la cual el Estado tiene la ta-
rea de la remoción de los obstáculos (que confronta con el artículo 3 párrafo segun-
do de la Constitución italiana), indicación muy significativa para nuestro argu-
mento.

El término «subsidiariedad» no era desconocido sin embargo en la cultura italia-
na, ya que aparece en el ensayo de Egidio Tosato, titulado Sul principio di sussidia-
rietá dell'intervento statale, publicado en 1959 en la revista Nuova Antología. Un
ensayo inspirado sobre la base del planteamiento católico del autor, donde el princi-
pio de subsidiariedad encontraba fundamento «en consideración de naturaleza onto-
lógica», o bien, en la valoración del hombre antes incluso que del individuo, tenien-
do en cuenta, sin embargo, el valor conciliador, armonizador del principio de subsi-
diariedad en una perspectiva comunitaria. Lo descrito, además, se abría de manera
previsora a la perspectiva de desarrollo económico, a través de una acentuación de
la libre iniciativa privada como «derecho frente al Estado [...] no derivado, sino ori-
ginario de la persona»; y se cerraba con una directiva precisa, que vale la pena citar
aquí: «Sólo el estudio y el conocimiento preciso de todos los datos necesarios histó-
ricos, políticos, sociales, económicos, y coyunturales de los problemas particulares,
podrá sugerir hasta cuándo, hasta dónde y cómo el principio de subsidiariedad y la
función subsidiaria del Estado deberán realizarse».

Finalmente, un pequeño, pero significativo, precedente histórico-jurídico. Si no
el término subsidiariedad, sí el concepto sustancial que éste designa estaba ya conte-
nido en la Carta del Lavoro de 1927 declaración IX: «La intervención del Estado en
la producción económica tiene lugar sólo cuando falte o sea insuficiente la iniciati-
va privada o cuando estén en juego intereses políticos del Estado. Tal intervención
puede asumir la forma de control, de estímulo y de gestión directa»; esto acontecía
sólo en presencia de condiciones determinadas: cuando la iniciativa privada se hu-
biera mostrado inexistente o insuficiente, o bien, cuando, independientemente de
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esto, se hubiera manifestado la necesidad de realizar los «intereses políticos del
Estado».

En efecto, se ha afirmado que una reflexión auténtica y profunda del principio
de subsidiariedad falta en el debate jurídico italiano —con la excepción del citado
escrito de Tosato—; esto puede derivarse, bien de la unilateralidad de la temática,
que resultaba ser bastante interna a la cultura de inspiración católica, o bien, sobre
todo, de la configuración peculiar que viene a asumir el principio constitucional plu-
ralista en el cuadro del pacto constituyente, y de la consiguiente preocupación que la
investigación de instrumentos aptos para dar satisfacción a nuevas formas de inte-
gración del tejido pluralista, como la subsidiariedad, podrían comportar sacrificios
de espacios de libertad para las formaciones sociales.

Bien distinta es la situación en Alemania. La discusión en el ámbito de la doctri-
na jurídica alemana, que ha sido bastante rica y vivaz, ha hecho emerger la comple-
jidad de las corrientes de pensamiento que han confluido en la idea de la subsidia-
riedad; así, el debate sobre el principio en cuestión ha sido la encrucijada de una
confrontación entre la doctrina social católica, la teología evangélica, las teorías po-
líticas del federalismo y las corrientes del pensamiento liberal.

5. PERFILES CONSTITUCIONALES: PERSPECTIVA Y PROBLEMÁTICA

El principio de subsidiariedad, aunque desconocido en la vertiente de la mera
normativa constitucional italiana, ha entrado en el debate jurídico de nuestro país de
forma prepotente, sobre todo a través del ya citado art.3B del Tratado de Maastricht,
que contiene una enunciación del principio en cuestión y que lo asume como princi-
pio fundamental del ordenamiento comunitario. El interés ha crecido notablemente
después, primero, por la previsión normativa del principio mismo en la ley n. 59 de
1997 (más conocida como «Bassanini I») y en la reciente ley n. 265 de 1999 (más
conocida como «Napolitano-Vigneri»); posteriormente, como consecuencia de la
propuesta elaborada por la Comisión bicameral para la reforma constitucional (más
conocida como «Comisión D 'Alema»), que pretende introducir el principio de sub-
sidiariedad en la (segunda parte de la) Carta constitucional, en estrecha relación con
la organización del nuevo tipo de Estado en sentido federal, que la misma Comisión
había previsto y delineado. El proyecto de reforma incluía las dos formas de subsi-
diariedad: vertical y horizontal.

No son pocos los problemas que suscita la formulación de una definición unívo-
ca y precisa de la expresión «subsidiariedad», que tiene un carácter polisémico. El
núcleo del principio mismo, sin embargo, se puede precisar con el siguiente concep-
to: que en las relaciones entre entidades institucionales y sociales de diversa dimen-
sión la preferencia debe darse a las menores y que las intervenciones de las entida-
des mayores, se justifiquen en tanto en cuanto se dirijan a suplir los eventuales in-
convenientes de las primeras. Una definición como ésta comprende —como se ha
afirmado anteriormente— la doble esencia dinámica de la concepción de la subsi-
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diariedad: la denominada vertical, que concierne a las relaciones entre el Estado y
las autonomías locales, y la calificada horizontal, que se refiere a las relaciones en-
tre el individuo y el Estado, o bien entre la actividad de los particulares y las funcio-
nes públicas.

En general, se puede decir que aplicado a la sociedad el principio de subsidiarie-
dad indica la intervención indemnizativa y asistencial de los organismos sociales
más grandes —como el Estado— a favor de los individuos y grupos intermedios.

En particular, centrándonos en el eje del problema sobre el plano del derecho
constitucional, podemos «rescatan) tres usos pragmáticos del término subsidiariedad.

6. EL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD EN EL DERECHO CONSTITUCIONAL

Como se ha afirmado, son al menos tres los usos pragmáticos del término subsi-
diariedad que pueden ser útilmente utilizados en el ámbito del derecho constitu-
cional.

a) El primer significado, que encuentra especificación en el adjetivo horizon-
tal es el que concierne a la relación clásica entre sociedad y Estado, entre libertad y
autoridad, entre iniciativa privada y poder impositivo del Estado; a este significado
corresponde el debate sobre la subsidiariedad económica, que resulta estar empapa-
da de convencimientos de carácter filosófico-político-social que se sitúan y van
—según las interpretaciones— del liberalismo clásico hasta el extremo opuesto del
colectivismo socialista, sin con esto excluir la posibilidad de individuar una equili-
brada «tercera vía», que tenga en cuenta de las instancias de uno (liberalismo) y otro
(colectivismo).

b) Un segundo significado de subsidiariedad es el referido a la teoría de las
fuentes del derecho objetivo; teoría, que supone la titularidad del poder de norma-
ción en el Estado-persona, o bien en entes dotados de soberanía; por tanto, a la posi-
bilidad de «normar» de forma autónoma y exclusiva por parte de cada uno de los en-
tes legitimados y competentes para la adopción del acto, salvo la posibilidad de in-
tervenir mediante ley estatal allí donde el acto-fuente no logre, por sí solo, desplegar
los efectos jurídicos deseados.

c) En último lugar, un tercer significado de subsidiariedad, que resulta tener
elementos en común con la materia de las fuentes, es el que concierne a la organiza-
ción administrativa o a los diversos niveles de expresión de las funciones y compe-
tencias públicas y, por lo tanto, la descentralización administrativa estructurada so-
bre la base de una articulación diferente de las relaciones centro-periferia, que está
determinada (también) en virtud del principio de subsidiariedad entendido en senti-
do vertical. En tal sentido, se puede recordar lo establecido por la ley n. 59 de 1997
(en particular, el artículo 4, que prevé que la asignación de las funciones y tareas ad-
ministrativas a los entes locales —municipios, provincias y comunidades de monta-
ña— acontecen en el respeto del principio de subsidiariedad, según las respectivas
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dimensiones territoriales, asociativas y organizativas, con la exclusión de las únicas
funciones incompatibles con las dimensiones mismas, atribuyendo las responsabili-
dades públicas —también con el fin de favorecer la absorción de funciones y tareas
de relevancia social por parte de las familias, asociaciones y comunidades— al ente
territorialmente más cercano a los ciudadanos interesados).

Los tres usos pragmáticos del término subsidiariedad en Derecho constitucional
antes referidos, no se consideran, sin embargo, como separados uno del otro, sino más
bien como tres momentos de una única esencia, que caracteriza la configuración ordi-
namental estatal; en efecto, la subsidiariedad en el Derecho constitucional atañe a la
forma de Estado, por consiguiente, a las relaciones entre el individuo y la autoridad, o
bien, entre gobernantes y gobernados, reguladas en el ámbito de la disciplina econó-
mica —con el reconocimiento de un mayor margen de maniobra a la iniciativa priva-
da y, en consecuencia, con una reducción de la pública—, en el de la producción de
los actos normativos —no ordenadas desde una óptica jerárquica, sino más bien desde
una estructura diversificada sobre base axiológica y valorativa—; o en el contexto de
la organización «vertical» del Estado, que viene a distribuirse según formas mayores
de descentralización administrativa, a favor de la periferia.

Es también cierto que, aunque se postula el respeto de las libertades de los indi-
viduos y de los grupos, el principio de subsidiariedad no pone en discusión el papel
y la importancia del Estado; más bien, se preocupa de valorarlo al máximo, también
procediendo a una redefinición y a una racionalización de los roles en la dinámica
de las relaciones entre el Estado y los ciudadanos, entre lo público y el particular. En
tal sentido, el principio de subsidiariedad «fotografía» una determinada idea del
Estado. En la óptica de una organización social inspirada en el principio de subsidia-
riedad el Estado emerge como garante final del interés general, desde el momento
en que su tarea consiste en la intervención directa para satisfacer una necesidad real
de la sociedad, sólo cuando la colectividad y los grupos sociales, a los cuales corres-
ponde en primer lugar la labor de intervenir, no están en condiciones de hacerlo.

En términos muy acertados se ha afirmado, por Paolo Ridola, que el principio de
subsidiariedad más que una defensa «contra» el poder estatal resulta ser un instrumen-
to para la conciliación de conflictos; por tanto, «éste se funda no en una concepción
dialéctico-opositiva de la relación entre Estado y sociedad, sino en una visión integra-
dora y "consensuar del cuerpo social, cuyas partes, mediante vínculos de tipo subsi-
diario, se recomponen armónicamente en un proceso, que gradualmente asciende des-
de el individuo al Estado a través de las formaciones sociales intermedias».

Del principio de subsidiariedad (horizontal) se puede recabar una exigencia de
laicidad del modo de pensar y de «vivir» del Estado. La idea de fondo, en efecto, es
que no existen más funciones que sean naturalmente de pertenencia pública; existe
una carga de confirmación, de legitimación por parte del Estado de las tareas y fun-
ciones que el Estado mismo considera que debe asumir y desarrollar; existe una car-
ga de demostrar la imposibilidad de respetar la esfera de la autonomía de los particu-
lares de su capacidad de cumplimiento de actividades de interés público.
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7. LA SUBSIDIARIEDAD EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

DE LA COMISIÓN BICAMERAL

Como se ha afirmado, el principio de subsidiariedad —que no está «internamen-
te», o formalmente, presente en nuestro ordenamiento constitucional, pero lo está
«externamente» en cuanto codificado en un Tratado internacional— ha conocido
una primera forma embrionaria de legitimación constitucional en el proyecto de re-
visión de la segunda parte de la Constitución, que ha sido predispuesta por la Comi-
sión Bicameral. En efecto, el artículo 56 apartado primero del proyecto preveía la si-
guiente disposición: «En el respeto de las actividades que puedan ser adecuada-
mente desarrolladas por la iniciativa autónoma de los ciudadanos, también a través
de las formaciones sociales, las funciones públicas son atribuidas a los Municipios,
Provincias, Regiones y Estado, sobre la base de los principios de subsidiariedad y
de diferenciación.» La aprobación final de esta norma, en sede de Comisión y des-
pués en el proyecto presentado a las Cámaras, ha suscitado enseguida numerosas in-
tervenciones criticas. Y se ha afirmado que el desarrollo de la discusión del proble-
ma ha resultado bastante cargado de significados ideológicos, por lo cual la atención
ha terminado por polarizar sobre la nueva relación que —por medio de determina-
das formulaciones— se pensaba establecer entre sociedad y Estado, entre ciudadano
y aparato público, entre actividad de los particulares y funciones públicas, sin ocu-
parse de definir presupuestos, criterios y modalidades de aplicación del mecanismo
sustitutivo en vía subsidiaria.

La fórmula constitucional —seguramente desafortunada desde el punto de vista
semántico y, por tanto, llena de una pluralidad excesiva de lecturas— vale por como
se interpreta; en particular, el uso de las expresiones «en el respeto» y del adverbio
«adecuadamente», pueden dejar espacio a soluciones que podrían hasta excluir to-
talmente el límite que se quiere introducir a la intervención pública, falseando así el
sentido y el alcance de un principio como el de subsidiariedad. Y además, ¿quién es
el juez que valora y decide cuándo se ha superado «el respeto» de las actividades de
los ciudadanos, y por tanto, es posible hacer intervenir a los entes estatales? Afirmar
el principio de subsidiariedad sin precisar al mismo tiempo un juez de la necesidad u
oportunidad de la intervención pública, distinto de la misma autoridad que decide la
intervención, significa, bajo la apariencia de una declaración de libertad, fundar el
poder absoluto. Y la misma identificación de este juez es cosa ardua: no podría ni si-
quiera ser la Corte Constitucional, desde el momento en que los jueces que se debe-
rían ocupar serían de oportunidad y no de legitimidad (1).

La Comisión Bicameral, vinculada en su proceder revisionista sólo en la segun-
da parte de la Constitución, introdujo el principio de subsidiariedad en la parte rela-
tiva a la organización federal y, por consiguiente, a las relaciones entre los entes lo-

(1) El giudice di mérito es aquel que juzga sobre la oportunidad de la cuestión, sobre los hechos,
mientras que el giudice di legillimilá lo hace sobre la legalidad del procedimiento seguido para alcanzar
la resolución judicial.
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cales y entre éstos y el Estado. Si, en cambio, se considera el principio de subsidia-
riedad como un principio fundamental, que atañe a la forma de Estado y, por lo
tanto, a los «valores» constitucionales que están en la base de la organización de un
Estado, entonces es necesario cuestionarse si es constitucionalmente correcto, desde
el plano de la sistemática, preverlo y disciplinarlo en la segunda parte de la Consti-
tución, o bien, en la parte relativa a la organización del Estado mejor que en la parte
concerniente a la estructura que sostiene el Estado; es decir, aquella donde emergen
los valores constitucionales. Es, pues, cierto que la Constitución es una, y la división
en dos partes no es completamente nítida; pero es verdad también que es la primera
parte del texto la que, según una tesis prevalente, contiene el núcleo de la «forma re-
publicana», que no puede ser objeto de revisión constitucional, como establece el ar-
tículo 139 de la Constitución.

Cierto, se podría sostener, como ha hecho la doctrina, que el artículo 56 del pro-
yecto de reforma constitucional emanado de la Bicameral encuentra una conexión,
una armonización, con la formulación general del artículo 2 de la Constitución; y
que tal armonización pueda encontrarse colocando la norma del artículo 2 en el pla-
no de la definición del pluralismo social y del equilibrio entre derechos de libertad y
deberes de solidaridad. El artículo 56 del proyecto, entonces, vendría a situarse en la
perspectiva —para revisar en concreto— del pluralismo institucional, como un per-
fil autónomo del mismo.

De todos modos, el debate que ha surgido como consecuencia del intento de in-
troducir el principio de subsidiariedad en sentido horizontal en la Carta constitucio-
nal, ha expresado y se ha manifestado a través de una infiltración ideológica que ha
terminado omitiendo la circunstancia de que la subsidiariedad no es sólo un princi-
pio inspirador de carácter general —que impone cautela y atención a los aparatos
públicos en las intervenciones que puedan incidir en la iniciativa autónoma de los
ciudadanos—, sino que bajo el perfil empírico puede dar lugar a un criterio regula-
dor de acercamiento entre sujetos particulares y entes públicos, cuya evidente deli-
cadeza necesita un tratamiento distinto y específico.

Verdaderamente, no se puede ni se debe olvidar que la subsidiariedad como va-
lor de fondo del ordenamiento democrático está, de todos modos, conectada a una
«visión del mundo» (Weltanschauung) basada en la primacía jurídica de la libertad y
de la sociedad civil en lo que a la autoridad respecta, presupuesto de un orden de las
relaciones entre poder público y grupo social fundado en la lógica de la integración
y, por ello, de la identidad sustancial entre gobernantes y gobernados.

8. LA SUBSIDIARIEDAD EN CONSTITUCIÓN INALTERADA

Otra cuestión es la relativa a la individualización implícita del principio de sub-
sidiariedad en la Constitución; es decir, con arreglo a esta tesis, nuestra Constitución
estaría influenciada por el principio de subsidiariedad, que se vendría a manifestar
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en varios artículos de la misma sin necesidad de estar recogido explícitamente en
una fórmula constitucionalizada.

Este razonamiento puede encontrar un argumento válido en el hecho de que
existe una ley en el ordenamiento (la n. 59 de 1997), que señala la subsidiariedad
como uno de los principios fundamentales que deben guiar la atribución de funcio-
nes a regiones, provincias, municipios y otros entes locales, en su doble vertiente:
negativa, de abstención; y positiva, de intervención. Así, también la reciente ley de 3
de agosto de 1999, n. 265, sobre la autonomía y el ordenamiento de los entes locales
(modificativa, en parte, de la ley n. 142 de 1990), dispone en el artículo 2 párrafo
quinto: «Los municipios y las provincias son titulares de funciones propias y de
aquellas conferidas por ley del Estado y de las regiones, según el principio de subsi-
diariedad. Los municipios y las provincias desarrollan sus funciones también a tra-
vés de las actividades que puedan ser adecuadamente ejercitadas por la iniciativa au-
tónoma de los ciudadanos y de sus formaciones sociales.»

Ciertamente, la ley debe encontrar además un acoplamiento a la Constitución,
sea de forma explícita, o implícita, asignada la labor a la Corte Constitucional de
identificar el ajuste según la técnica de la interpretación por principios y del «combi-
nato disposto» (2).

En cambio, quienes consideran insuficiente determinar una incorporación implí-
cita —o dispersa en varios artículos— del principio de subsidiariedad en el texto
constitucional, señalan la formalización descrita del principio de subsidiariedad en-
tre los principios fundamentales de la Constitución. Pero una operación así, o bien la
introducción del principio de subsidiariedad en el texto, podría comportar una serie
de modificaciones en cascada de los artículos constitucionales, que se adecuarían al
nuevo principio fundador, a aquel principio, como se ha afirmado en la Bicameral,
«arquitrabe de la segunda Constitución» y «fundamento del nuevo modelo de Repú-
blica».

Indiscutiblemente, en algunos casos una modificación constitucional vendría a
formalizar una situación de cambio, que ya existe a nivel de Constitución material.
Tómese el caso de las relaciones económicas; ejemplificativa de los cambios exis-
tentes es la emersión, con la creación de sistemas competenciales entre empresas
públicas y privadas, en todos los sectores antes considerados de competencia exclu-
siva del público, se piensa en la materia de las competencias administrativas.
Emblemáticas son, por citar algún ejemplo, la regulación del federalismo adminis-
trativo diseñada por las nuevas leyes de la Administración Pública (las leyes Bassa-
nini); regulación, que exalta el papel de las entidades locales, y la materia de los ser-
vicios públicos locales, en la cual se realiza la confluencia de la subsidiariedad eco-
nómica y de la administrativa; el recurso a los particulares no está ya motivado sólo
por la exigencia de restituir a los mismos espacios de economía propia, sino también

(2) Técnica interpretativa, empleada por la Corte Constitucional italiana, en atención a la cual se
obtiene un nuevo derecho, no previsto expresamente por la Constitución, mediante la lectura combinada
de dos artículos constitucionales.
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por la exigencia de experimentar la consecución del interés público con formas pro-
pias del mercado y del beneficio.

Las recientes reformas legislativas han dado un giro significativo a la relación
sustancial entre Administración y mundo económico-social; y exactamente en este
contexto la subsidiariedad obtiene su significado más esencial. ¿Qué significa, en
efecto, la subsidiariedad en su último significado, aplicado a la organización admi-
nistrativa del Estado, si no que la Administración debe ser, en la medida en que y
sólo en la medida en que constituya un subsidio, un recurso para la sociedad? Según
esta perspectiva, en tal caso se mueve siguiendo una maniobra dirigida a través de la
transformación del Estado administrativo al Estado regulador.

Además, se puede citar al respecto también el reciente acontecimiento legislati-
vo —próximo, al parecer, a su conclusión— de la reforma de los servicios públicos
locales (o bien, de la innovación de los artículos que los disciplinan en la ley n. 142
de 1990), que hace surgir, de forma bastante nítida, precisamente el tema de la sub-
sidiariedad horizontal en comparación con el tema del mercado.

9. LA SUBSIDIARIEDAD EN LAS (MÁS RECIENTES) PROPUESTAS PARLAMENTARIAS

En el frente de las propuestas parlamentarias, se señala el proyecto de ley cons-
titucional, presentado en fecha de 24 de junio de 1998 (Atto Camera n. 5017), con el
propósito de introducir el principio de subsidiariedad a través de la modificación de
los artículos 5 y 118 de la Constitución: en el primero, se introduciría el principio de
subsidiariedad en sentido horizontal, y en el segundo, el mismo en sentido vertical.
En la exposición de motivos a la propuesta legislativa, los proponentes de la misma,
para justificar su opción política, hacen valer la siguiente argumentación: «el prin-
cipio de subsidiariedad es un encuentro de dos culturas, la católica y la liberal, pero
sólo ampliando su ámbito, hasta aquí puramente territorial y por lo tanto vertical, se
podrá garantizar una autonomía real de la sociedad civil. Este recibe, conteniéndolas
en sí, las peticiones federalistas, pero amplía su campo de aplicación: el federalismo
es subsidiariedad aplicada a la relación entre los entes locales, pero el concepto de
subsidiariedad en que se inspira la presente propuesta de ley va más allá, llegando a
regular también aquellas relaciones y aquellos niveles de autogobierno no territorial.
Donde la libre iniciativa económica está en grado de afrontar un problema, el Estado
debe abstenerse de intervenir; debemos dar espacio a la libre autoorganización de la
sociedad, de modo que quite a las intervenciones coactivas del Estado siempre más
espacio».

El proyecto de ley —en su formulación técnico-legislativa— aparece sin embar-
go bastante simple si no simplista. El problema de la subsidiariedad horizontal se re-
solvería por el trámite de la añadidura al artículo 5 de la Constitución, después de
«que dependen del Estado» (los servicios), con las siguientes palabras: «en el respe-
to del principio de subsidiariedad».
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Mientras más articulada resulta ser la fórmula prevista por el modificado artícu-
lo 118 de la Constitución, que dice: «El Estado, las regiones, las provincias y los
municipios ejercitan las funciones a éstos atribuidas, de conformidad con las finali-
dades de los intereses generales previstos por la Constitución y de manera propor-
cionada al objetivo en cada caso perseguido, cuando la consecución de tales finali-
dades no pueda ser asegurada adecuadamente por la autonomía de los particulares,
también mediante las formaciones sociales. La titularidad de las funciones compete
respectivamente a Municipios, Provincias, Regiones y Estado en base a principios
de subsidiariedad y diferenciación y según criterios de homogeneidad y razonabili-
dad. La ley garantiza las autonomías funcionales.» Más allá de un apreciable análi-
sis de la formulación, el artículo termina proponiendo bastante; en efecto, además al
insertar el de la subsidiariedad, se introduce en la Constitución un principio como el
de «diferenciación», así como principios-criterios como «homogeneidad» y «razo-
nabilidad». Se trata de concepciones con fuerte carga constitucional —se piensa en
la razonabilidad, que desde hace tiempo se ha convertido en criterio-guía de las
principales decisiones de la Corte Constitucional— cuya incidencia en el plano ge-
neral, total de la Constitución no es fácil comprender qué efectos pueda provocar, y
qué vínculos, con otras disposiciones constitucionales, deban soportar. Desde el mo-
mento en que se encontraran para ser incorporados al entramado constitucional sin
ser fruto de una elaboración de un proyecto estratégico de composición y recompo-
sición del implante constitucional, pero bastante inserto como especie de cuerpos
extraños a un organismo, la Constitución, que tiene ya su estructura bien precisa y
delineada, y que no ha dicho completamente que los sepa recibir positivamente.

La propuesta de ley constitucional de 9 de julio de 1997 (Atto Camera n.
3973), trata a modificar los artículos 41,42 y 43 de la Constitución, que se refieren
a aquel complejo de normas constitucionales definidas como «constitución econó-
mica». En la propuesta no aparece explícitamente el término «subsidiariedad»,
pero allí donde, en particular en el artículo 41 de la Constitución, se dice que «el
Estado ejercita la iniciativa económica en vía residual y sólo para fines de autopro-
ducción» y que «la ley pone las condiciones para que la actividad económica pri-
vada se dirija a fines sociales», se puede leer perfectamente una concepción (libe-
ral) del principio de subsidiariedad horizontal. Como se sostiene en la exposición
de motivos, la necesidad de adecuar la normativa constitucional en esta materia
nace del proceso de transformación profunda que ha sufrido en los últimos años el
mundo de la producción y del mercado, afirmándose sobre todo a escala interna-
cional, si no desde luego mundial, a través del trámite de la «globalización», de
fuertes dinámicas competenciales, de las cuales derivan para las empresas más
amplias posibilidades de expansión, pero también la exigencia de notables trans-
formaciones estructurales y organizativas. He aquí que en tal contexto la propuesta
de ley trata de reforzar el principio de la libertad de iniciativa económica, de ele-
var a rango constitucional la tutela de la libertad competencial, de reducir el ámbi-
to de intervención estatal en el campo económico a través de un sistema implícito
casi superestrutural de la subsidiariedad.
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10. FEDERALISMO Y SUBSIDIARIEDAD EN LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE 2001

Aquí es necesario dar cuenta brevemente de la reforma del Título V de la segun-
da parte de la Constitución, votada y aprobada por una estrecha mayoría parlamen-
taria a principios de 2001. Se trata de la primera gran reforma constitucional, en la
medida en que innova significativamente una parte completa de la Carta constitucio-
nal dedicada a las relaciones entre el centro y la periferia. Y es —digámoslo ya—
consecuencia de la reforma constitucional aprobada en 1999 sobre la elección direc-
ta de los presidentes de las Regiones y sobre la autonomía estatutaria de éstas. De
este modo, se ha procedido a completar el cuadro constitucional inherente a las au-
tonomías locales, atribuyendo a las mismas la tarea de ser... autónomas; visto y con-
siderado que ahora tienen una serie de prerrogativas y poderes no subordinados más
a la voluntad estatal.

¿Es federalismo lo que se ha introducido a nivel constitucional? La cuestión sur-
ge de la siguiente duda: de la organización de los Estados federales, según la expe-
riencia comparada, la reforma no ha previsto un elemento lo suficientemente signi-
ficativo como para connotar fuertemente el federalismo. Se trata de la segunda
Cámara representativa de las propias autonomías territoriales, una Cámara de las
Regiones para entendernos, en grado de condensar los intereses territoriales en el in-
terior de un único órgano decisor. Pero para hacer esto se debería haber intervenido
sobre los artículos de la Constitución referentes al Parlamento y se debería haber ac-
tuado inmediatamente en los reglamentos de la segunda Cámara. Una operación
nada sencilla ciertamente e inviable en el crepúsculo de la legislatura.

Debe afirmarse que la reforma constitucional bien mirado abre espacios en aten-
ción a una perspectiva dinámica, que las Regiones deberán saber disfrutar lo mejor
posible. En primer lugar, en el nuevo artículo 114 de la Constitución, se pone a to-
dos en el mismo plano: Estado, Regiones, Provincias, Municipios y Ciudades me-
tropolitanas constituyen la República. Un implante geoinstitucional horizontal, no
vertical, con el centro en Roma, capital de la República. La misma concepción hori-
zontal emerge después, si bien de manera no perfectamente simétrica, en el nuevo
artículo 117 de la Constitución, donde se fijan las que serán las materias sobre las
cuales el Estado tendrá competencia exclusiva, dejando, de este modo, a la potestad
legislativa regional todas las competencias residuales. Se podrá objetar que las ma-
terias reservadas al Estado son muchas y que van a incidir también en temas que
probablemente habría sido mejor dejarlos a la organización regional.

Merece citarse, en particular, el nuevo artículo 118 de la Constitución, con la in-
troducción del principio de subsidiariedad, que podrá convertirse en el nuevo con-
cepto guía de las relaciones centro-periferia. Éste intervendrá, en efecto, cuando las
Regiones por sí mismas no consigan realizar sus cometidos, y entonces pidan subsi-
dio al Estado. Pero aquí, en concreto sobre la posibilidad de las Regiones de lograrlo
por sí solas, de progresar, mejorar, desarrollarse y competir con las demás Regiones,
aquí, decía, se quiere impulsar una crítica centrada en la reforma constitucional. Se
trata de la eliminación de la referencia al objetivo de la «mejorar el Mediodía y las
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islas» según el (viejo) artículo 119 de la Constitución. ¿Por qué se ha suprimido?
¿No se querrá hacer creer que la cuestión meridional se resuelve eliminándola de la
Constitución, y por consiguiente, no considerándola más un problema? Está bien re-
cordar entonces que precisamente en los Estados federales, más aún que en los Esta-
dos centralizado, la actuación de los valores de solidaridad y de unidad nacional está
confiada a la obligación de recursos comunes para sostener el desarrollo de las re-
giones más retrasadas o en crisis. ¿Bastará la subsidiariedad para no hacer precipitar
el Mezzogiorno todavía más al sur?

1 1. ALGUNAS OBSERVACIONES Y UN COMENTARIO

Más allá de la reforma constitucional, sobre la cual será necesario reflexionar
observando tan sólo la actuación concreta, se quiere insistir aquí en el hecho de que,
por cuanto se refiere al problema de la subsidiariedad con referencia al tema del
mercado, en el fondo del problema general sobresale la gran cuestión de la (even-
tual) obsolescencia de las normas de la «constitución económica», a la luz de los tra-
tados y de la normativa comunitaria, y en consecuencia, si ello comporta una revi-
sión constitucional, que parta exactamente de la explicitación normativa del princi-
pio de subsidiariedad. Lo que está ausente en nuestra Constitución es el valor del
mercado; es decir, falta en el proyecto constitucional una línea de garantía clara de
la esfera privada en la economía. De aquí la necesidad, como ha sido sostenido re-
cientemente por Achule Chiappetti, de introducir en el texto constitucional una dis-
posición que restituya un fundamento de principio, y por consiguiente, dignidad ju-
rídica y prioridad lógica a la iniciativa económica y a la propiedad privada y, en el
fondo, al mercado.

¿Cómo relacionar la discusión sobre el mercado y la iniciativa económica ex ar-
tículo 41 de la Constitución con el principio de subsidiariedad? En nombre de este
principio se podría plantear la hipótesis de que, en la dimensión fisiológica de las rela-
ciones económico-sociales, la intervención del Estado en la economía sea siempre
competente respecto a la privada, y por consiguiente, liberada de lógicas dirigibles, y
que la previsión de intervención procedente «de arriba» se limite únicamente a los ca-
sos de efectiva crisis del sistema. Téngase en cuenta este ejemplo: en el caso de una
imprevisible crisis económica o financiera con los caracteres de la emergencia, se po-
dría elaborar la hipótesis, en la Constitución inalterada, de una intervención dirigente
del Estado para controlar la marcha de los fenómenos económicos, para después con-
sentir la reexpansión inmediata de la lógica de la iniciativa privada una vez que la cri-
sis fuese superada. Entonces, basándose en el principio de subsidiariedad no existe
una retirada de la economía por parte del Estado, sino más bien participación y subor-
dinación del mismo a las mismas reglas de mercado que sirven para el empresario pri-
vado, en una relación de integración recíproca, garantía del pluralismo.
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12. CONSIDERACIONES FINALES. SUBSIDIARIEDAD Y SOLIDARIDAD

El principio de subsidiariedad, como ya se ha observado anteriormente, tiene
una doble dimensión ideal (horizontal/vertical); éste, en cuanto referido a la hori-
zontalidad, tiene, sin embargo, una duplicidad de funciones sobre las cuales es opor-
tuno detenerse, ya que todavía no se ha tenido suficientemente en cuenta a los fines
de su aplicación.

El sentido atribuido al principio horizontal, en su atribución inmediata y amplia-
mente acogida por la doctrina, es el de una función de tutela de los intereses (socia-
les, económicos, morales) de los individuos y de los entes privados, que se realiza
mediante un procedimiento de abstención de la intervención estatal, con el fin de
consentir una plena libertad de iniciativa y desarrollo de las fuerzas individuales y
sociales dotadas de autonomía.

Esta función, a la que se ha atribuido injustamente un carácter negativo, ya que
ésta corresponde a una clara política de vigilancia, y no de indiferencia, es la que ha
sido sostenida ya, junto a la concepción de tipo laico y liberal como la de von Hum-
boldt, anteriormente citada, desde la doctrina oficial de la Iglesia católica, también
ésta antes citada. Tal doctrina ha sido enunciada muchas veces en los documentos
pontificios, destinados a tener una amplia difusión y también ejercitar una profunda
influencia sobre la obra de las clases dirigentes ligadas a la Iglesia.

Aquí nos limitaremos a recordar la Encíclica Quadragesimo anno, publicada
por Pío IX el 15 de mayo de 1931, que contenía una abierta condena polémica del
intervencionismo del régimen fascista en la vida de la sociedad civil (recuérdese el
fuerte contraste sobre la libertad de la Acción Católica). Vale la pena citar las pala-
bras, que contienen un claro criterio directivo de la subsidiariedad entendida como
garantía de reconocimiento de la capacidad de autonomía: «Pero debe sin embargo
quedar firme el importantísimo principio en la filosofía social: que así como es ilíci-
to quitar a los individuos lo que éstos pueden realizar con sus fuerzas e industria
para confiarlo a la comunidad, así es injusto remitir a una sociedad mayor y más am-
plia aquello que las comunidades menores e inferiores pueden hacer. Y todo ello en
conjunto es un grave daño y un trastorno para el correcto orden de la sociedad, por-
que el objeto natural de cualquier intervención de la sociedad misma es el de ayudar
deforma supletoria a los miembros del cuerpo social, no ya destruirlos o absorber-
los» (la cursiva es nuestra).

Como se puede comprobar, en estas palabras el principio de subsidiariedad se
presenta «de forma supletoria», en la acepción misma que ha sido acogida en las
formulaciones de la más reciente doctrina jurídica italiana. El reclamo al magisterio
pontificio quiere subrayar el hecho, que en la doctrina de la Iglesia no tiene un valor
primordial y absoluto, como comúnmente se mantiene, el principio de solidaridad,
que no es opuesto, sino, por el contrario, integrativo respeto al de la subsidiariedad.
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Junto a esta función tutelar del principio de subsidiariedad horizontal, hay que
tener presente la importancia que asume la función de la promoción desarrollada por
el mismo principio, en cuanto éste debe además conseguir la «remoción de los obs-
táculos de orden económico y social que limitando de hecho la libertad e igualdad
de los ciudadanos, impiden el pleno desarrollo de la persona humana» (artículo 3 de
la Constitución italiana). Pero tal desarrollo se constata «ya como individuo, ya en
las formaciones sociales donde se desarrolla su personalidad» (artículo 2 de la Cons-
titución italiana).

No es concebible que en situaciones de emergencia (esto es, de peligro público y
de epidemia, etc.), de deficiencia organizativa de la vida civil (por ejemplo en los
sectores de transportes y de abastecimiento de bienes esenciales como el agua, la
energía eléctrica, etc.), de exigencia social (como para la defensa del medio ambien-
te), el principio de subsidiariedad se decida en forma de abstención o de retroceso de
la intervención estatal, sin más.

En efecto, siendo el principio de subsidiariedad horizontal un principio de ética
pública, es decir, de protección de la iniciativa privada en sus diferentes variantes
(social, económica, religiosa), éste no puede eximirse de la participación directa en
la remoción de obstáculos interpuestos a la libertad de iniciativa; más bien, podría
añadirse a la libertad de búsqueda de la felicidad, que es uno de los derechos natura-
les reconocidos, y que comporta la anulación de vínculos a la libertad y la elimina-
ción de la humillación infligidos a la dignidad humana. Se piensa en la protección
de los derechos de la infancia y en la remoción de los obstáculos interpuestos a la in-
serción de disminuidos físicos en la vida social.

Entendido también en este sentido de participación activa, el principio de subsi-
diariedad adquiere su pleno significado, ya que cada una sus dos funciones no es ex-
clusiva respecto a la otra; ambas están ligadas entre sí en una relación dialéctica, en
cuanto cada una de ellas comporta la presencia de la otra: protección y promoción de
la libre actividad del ciudadano por parte del Estado.

La promoción representa el momento dinámico de la protección estática de la
autonomía individual, ya que se dirige a la remoción de los obstáculos que se inter-
ponen a la libre iniciativa y consiente el desarrollo que, en caso contrario, estaría
coartado y por ello irrealizable.

A este respecto, se menciona al menos la referencia a la función promocional
contenida en otra norma de la Constitución, el artículo 4, según el cual «la Repúbli-
ca reconoce a todos los ciudadanos el derecho al trabajo y promueve las condiciones
que hacen efectivo este derecho» el cual está configurado como correspondiente al
«deber de desarrollar, según sus posibilidades y su elección, una actividad o función
que participe al progreso material o espiritual de la sociedad» (artículo 4 de la Cons-
titución italiana).

Además, hay que mencionar el desarrollo del principio de subsidiariedad en su
doble función, que consiente el ejercicio de la libertad de competencia, la cual está
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reconocida y protegida también con el recurso a la legislación antimonopolio y la vi-
gilancia de una Autoridad de garantía, donde resulta claro que la intervención legis-
lativa y administrativa del poder estatal realiza una función de soporte (no ya de sus-
titución y ni siquiera de integración) al desarrollo de la libre libertad económica de
los ciudadanos individuales, de los grupos sociales y de los entes privados que la
disfrutan.

Para concluir, el principio de subsidiariedad se ha convertido en una idea fuerte
del Constitucionalismo contemporáneo. De aquel Constitucionalismo, que está for-
taleciendo sus sólidas raíces a través de la experiencia político-institucional-econó-
mica europea, que indica este final de siglo y que se abre al próximo. Las Constitu-
ciones y los Constitucionalismos de los Estados adheridos a la Unión Europea no
pueden caminar separadamente por el recorrido europeo, más bien deben necesaria-
mente adecuarse a éste. Así es para el principio de subsidiariedad, que ha encontra-
do su pleno reconocimiento normativo a nivel comunitario —en aquella que se suele
llamar Constitución europea— y que en cambio a duras penas se encuentra a nivel
nacional. Detrás de la envolvente temática de la subsidiariedad, lo mismo en la ver-
sión vertical que en la horizontal, resalta, sin embargo, una difusa concepción orien-
tada mayormente a través de formas de acentuación de una filosofía política liberal,
que se manifiesta en el concreto movimiento de intolerancia de la sociedad civil en
los conflictos de una estatalidad invasora, en la cual las articulaciones del poder pú-
blico sean expresión de un pluralismo solamente aparente.
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